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Manizales, marzo 16 de 2023 

Señores 

CONSEJO DE ESTADO  

Bogotá  

 

REF.: Acción de tutela de BLANCA AMPARO VÉLEZ CASTRO en contra del 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS Y EL CONSEJO DE ESTADO.  

Asunto: Presentación de Acción constitucional.   

JENY LORENA BURITICA PARRA mayor y vecina de la ciudad de Manizales, 

identificada con C.C. # 30.238.092 expedida en Manizales, portadora de la T.P. No. 

356.843 del C.S.J, en calidad de apoderada de la señora BLANCA AMPARO VÉLEZ 

CASTRO, mayor de edad, vecina y residente de Manizales, identificada con C.C. # 

39.384.001, permítame formular acción de tutela en contra del TRIBUNAL 

ADMINISTRATIVO DE CALDAS Y EL CONSEJO DE ESTADO, por la presunta 

vulneración de los derechos constitucionales al debido proceso, abuso del derecho 

y Acceso a la administración de justicia, ello se fundamenta así: 

HECHOS: 

PRIMERO: La señora Blanca Amparo Vélez Castro a través de apoderado 

judicial, instauro demanda de MEDIO DE CONTROL (ACCIÓN DE) NULIDAD Y 

RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO en contra del MUNICIPIO DE MANIZALES.  

SEGUNDO: La demanda le correspondió al TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE 

CALDAS, Magistrado Ponente: Augusto Ramón Chávez Marín, con radicado 17001-

23-33-000-2016-00989-00.     

 

TERCERO: El propósito de la demanda es obtener la declaratoria de nulidad el acto 

administrativo contenido en el oficio AJ-SEM 1540- SAC 3914 del 19 de mayo de 

2016, emitido por el municipio de Manizales y por el cual se me negó el 

reconocimiento y pago de acreencias laborales. 

CUARTO: La demanda fue admitida por la entidad accionada el día 9 de marzo de 

2017 y de la misma se realizaron las actuaciones procesales correspondientes 

tendientes a la fijación de la audiencia inicial.  

QUINTO: La primera instancia se desato después de 2 años, cuando se fijó como 

fecha para celebrar audiencia inicial el día 09 de octubre del 2019. 

SEXTO: De manera posterior con auto fechado del 23 de julio del 2021, se fijó fecha 

para audiencia de pruebas el día el 02 de agosto del 2021, en dicho auto definen 

que la conexión seria virtual, ordenaron remitir copia de los documentos de identidad 

y correo electrónico. 

SÉPTIMO: Se había indicado previamente en el escrito de la demanda (pág. 25 del 

expediente digital) que los testigos residían en el corregimiento de la Garrucha y que 
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los mismos no poseían correo electrónico, situación que para la fecha de la audiencia 

fijada no había cambiado. 

 

 

OCTAVO: Cabe resaltar que los testigos no poseen una posición económica que les 

permita viajar a la ciudad de Manizales, ya que trabajan en dicho corregimiento, la 

salida de en carro es difícil, el precio es caro, son mas de 7 horas de camino hasta 

la ciudad de Manizales y para la fecha de la audiencia no había terminado la 

pandemia y sus consecuencias. 

NOVENO: Para esta audiencia fijada se tenían decretados los siguientes testigos:  

 Luz Mery Cifuentes. 

 Mauricio Álvarez Gómez. 

 Gloria Inés López C. 

 María Patricia Rivera.  

 Bibiana María Álvarez.  

 Yolanda Henao.  

 María Valentina Henao.  

 María Ensueño Henao.  

 Luz María Gómez. 

DÉCIMO: Los testigos citados en favor de la señora Blanca Amparo Vélez 

Castro, son los que pueden rendir declaración sobre la verdadera relación laboral 

que sostuvo con el municipio de Manizales, al prestar sus servicios personales al 

servicio de la INSTITUCIÓN EDUCATIVA PÚBLICA RURAL “RAFAEL POMBO”, es 

importante anotar que el ordenamiento jurídico colombiano impone la obligación al 

Juez cognoscente del proceso el descubrir el verdadero sentido de la demanda y de 

sus pretensiones, recabando, en el recaudo de las pruebas. 

 La verdad sustancial, debe prevalecer sobre la verdad procesal, en este caso 

en concreto los testigos desestimados por parte del Magistrado tienen 

información relevante para poder acceder a la reclamación de los derechos 

laborales adquiridos los años de trabajo de la demandante. 
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 Aunado a lo anterior, no debe existir un ritual manifiesto ni un abuso de 

derecho por parte del ordenador jurisdiccional que dirige el proceso, ya que 

la norma regula las condiciones y situaciones y en ninguna parte del C.G.P se 

indica que es obligatorio anexar copia de cédulas ya que con la virtualidad 

que se implemento por efectos de la pandemia estas son expuestas en la 

misma audiencia, cuando se realiza de forma virtual.    

DÉCIMO PRIMERO: EL día 1º de agosto de 2021, el abogado ROMÁN MORALES 

LÓPEZ y La señora Blanca Amparo Vélez Castro visitaron la vereda La Garrucha, 

Corregimiento La Cristalina1 de Manizales, con la finalidad de poder informar de 

manera personal a unos testigos que iban a rendir testimonio en audiencia 

programada para el 02 de agosto de 2021 dentro del proceso de Nulidad Y 

Restablecimiento Del Derecho.  

 Esto en vista que los testigos residen en un lugar alejado de la tecnología y 

no contaban con la economía, teléfonos, correos electrónicos actuales o 

medios de comunicación como computador, se les informo que se enviara un 

colaborador de apoderado para que les ayudara con el internet y con la 

conexión para participar en la audiencia, conservando las normas con 

respecto a los testigos. 

 La señal para realizar llamadas es de muy mala calidad, derivado de la 

ineficacia de Estado colombiano para poder brindar este servicio a las 

comunidades alejadas del casco urbano como la Cristalina y el corregimiento 

la Garrucha, por ello era necesario que el colaborador Camilo Arroyave 

estuviera de forma física en dicho lugar. 

DÉCIMO SEGUNDO: En la visita, el abogado le explicó a los testigos que se 

lograron encontrar en el caserío de La Garrucha, las obligaciones legales de ir a 

declarar el día 02 de agosto de 2021, a lo que manifestaron la imposibilidad de 

asistencia a dicha audiencia por razones de dinero, trabajo, distancia y de dificultad 

de traslado, dado que, el transporte entre Manizales y la vereda La Garrucha opera 

solo a las 8 am y a las 2 pm, y, la duración del trayecto (7.5 horas) dependiendo del 

estado de la vía (lluvias) permitiera el destino final Manizales, cabe señalar que la 

audiencia programada para esta fecha estaba fijada para las 3:30 pm del día lunes 

2 de agosto de 2021. 

DÉCIMO TERCERO: Para dicha audiencia el abogado que representa los intereses 

de la señora Blanca Amparo Vélez Castro realizó todas las diligencias tendientes 

a que el despacho pudiera recibir las declaraciones de los testigos como visitarlos, 

obtener sus números telefónicos y explicarles el uso de la plataforma indicada para 

ello, sus obligaciones legales y enviar un colaborador que les ayudara con la 

conexión.  

                                                           
1 La Cristalina es uno de los siete corregimientos que comprenden zonas rurales del 

Municipio de Manizales, posee 5 veredas o divisiones, limitando con los 

corregimientos de Colombia y El Remanso; y con el municipio de Neira, dentro de 

este corregimiento encontramos La Garrucha, que es una aldea en Manizales, Eje 

cafetero. La Garrucha está situada cerca de la aldea Mina Rica y de la localidad 

El Guineo y está localizada a 7 horas del municipio de Manizales. 
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DÉCIMO CUARTO: Entre las diligencias realizadas por el apoderado que representa 

a la señora Blanca Amparo Vélez Castro se encuentra la de enviar al señor Camilo 

Arroyave, quien era colaborador en su oficina para que se trasladara hasta la aldea 

la Garrucha el día 02 de agosto del 2021.  

DÉCIMO QUINTO: El día 02 de agosto del año en 2021, el señor Camilo Arroyave 

se trasladó a la Vereda la Garrucha con la finalidad de servir como proveedor de 

conexión digital, para que los testigos comparecieran a la audiencia, ya que, no 

tenían la posibilidad de trasladarse hasta la ciudad de Manizales para comparecer, 

debido a sus ocupaciones personales, laborales, y a la ausencia de recursos 

económicos para sufragar el traslado en carros de servicio público y basados en la 

norma que para ese momento regia la realización de las audiencias decreto 806 de 

2020 el cual indica: 

“Los jueces utilizarán preferencialmente los medios tecnológicos para todas las 

actuaciones, comunicaciones, notificaciones, audiencias y diligencias, y permitirán a 

las partes, abogados, terceros e intervinientes actuar en los procesos mediante los 

medios tecnológicos disponibles, evitando exigir y cumplir formalidades 

físicas innecesarias.”   

DÉCIMO SEXTO: La audiencia dio inicio de manera normal el día 02 de agosto del 

2021, con la apoderada en sustitución María Paula Ocampo, en el desarrollo de 

la misma se dio inicio a la conexión de los testigos a través del colaborador.   

DÉCIMO SÉPTIMO: Por fallas técnicas en la conexión (se intera que, al ser un 

lugar tan alejado del casco urbano, las comunicaciones son inestables derivado a 

escasa señal pese el operador telefónico) no se logró establecer comunicación de 

manera regular con las demás partes del proceso (testigos) y en especial con el 

despacho del señor Magistrado Ramón Augusto Chávez Marín, de modo que, este 

de forma arbitraria negó el recaudo de la prueba testimonial porque estos no se 

habían conectado desde la plataforma indicada y aseverando que el medio de 

comunicación whatsapp es informal y no aseguraba una adecuada forma para 

recepcionar los testimonios. 

 Dado lo anterior, el señor Camilo Arroyave tomo varias fotografías en donde 

se demuestra la voluntad que tenían los testigos al momento de la audiencia, 

pero por circunstancias de fuerza mayor (mal servicio de red telefónica y de 

internet) y por determinación injustificada del señor Magistrado, no fue 

posible que estos rindieran sus declaraciones. 

DÉCIMO OCTAVO: En su actuar el Magistrado que desestimo los testigos de la 

señora Blanca Amparo Vélez Castro está violando el derecho al debido proceso 

y la administración de justicia y esta abusando de su posición de poder.  

De acuerdo con el decreto 806 de 2020 en su artículo 2 se indica que se usaran 

medios tecnológicos, pero no indica que por falta de conexión sean excluidos las 

declaraciones de los testigos, máxime cuando se trataba de personas que se 

encuentran fuera en el área rural y para las cuales es muy difícil el acceso al internet, 

tampoco indica la norma que sea una obligación aportar copias de cédulas ya que 
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al ser una audiencia de forma virtual, los documentos de identidad serian 

presentados en momento indicado para ello. 

 Aclarar que, en el escrito de la demanda, se había aclarado que no se 

aportaron sus direcciones porque estos residían en el área rural (veredas).   

ARTÍCULO 2. Uso de las tecnologías de la información y las 

comunicaciones. Se deberán utilizar las tecnologías de la información 

y de las comunicaciones en la gestión y trámite de los procesos 

judiciales y asuntos en curso, con el fin de facilitar y agilizar el acceso a la 

justicia, como también proteger a los servidores judiciales, como a los 

usuarios de este servicio público. 

Se utilizarán los medios tecnológicos para todas las actuaciones, 

audiencias y diligencias y se permitirá a los sujetos procesales 

actuar en los procesos o trámites a través de los medios digitales 

disponibles, evitando exigir y cumplir formalidades presenciales o 

similares, que no sean estrictamente necesarias. Por tanto, las 

actuaciones no requerirán de firmas manuscritas o digitales, presentaciones 

personales o autenticaciones adicionales, ni incorporarse o presentarse en 

medios físicos. 

Las autoridades judiciales darán a conocer en su página web los canales 

oficiales de comunicación e información mediante los cuales prestarán su 

servicio, así como los mecanismos tecnológicos que emplearán. 

En aplicación de los convenios y tratados internacionales se prestará 

especial atención a las poblaciones rurales y remotas, así como a los 

grupos étnicos y personas con discapacidad que enfrentan barreras 

para el acceso a las tecnologías de la información y las 

comunicaciones, para asegurar que se apliquen criterios de 

accesibilidad y se establezca si se requiere algún ajuste razonable 

que garantice el derecho a la administración de justicia en igualdad 

de condiciones con las demás personas. 

DÉCIMO NOVENO: De acuerdo a lo anterior el señor Magistrado Ramón Augusto 

Chávez Marín, rechazo todos los testimonios, aun cuando estos tenían la 

disponibilidad para rendir testimonio en otra fecha y de ser posible en horas de la 

mañana, aduciendo que el medio tecnológico utilizado no atendía al indicado, que 

no se enviaron copias de las cédulas de los testigos y correos electrónicos de los 

mismos, cuando en reiteradas ocasiones en el escrito de la demanda se indico que 

viven en el corregimiento la Garrucha y que no peen correo electrónico. 

VIGÉSIMO: La abogada María Paula Ocampo, presentó recurso de reposición 

oral, pero el mismo fue negado, con el argumento que era su responsabilidad 

garantizar la comparecencia de los testigos a la audiencia, (desvirtuando las 

gestiones realizadas por la oficina) cuando ella y su oficina realizaron todas las 

gestiones posibles a garantizar esa comparecencia de los testigos a rendir 
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testimonio, ubicándolos y ofreciendo el único medio de comunicación al que podían 

acceder en el lugar de donde residían lejos de la ciudad de Manizales, siendo este 

un medio de comunicación tecnológica.  

VIGÉSIMO PRIMERO: El Magistrado Ramón Augusto Chávez Marín, vulnero los 

derechos de la señora Blanca Amparo Vélez Castro a la administración de justicia 

y el debido proceso al negarse de forma arbitraria a escuchar los testimonios que 

dan cuenta de la relación laboral que existió entre el municipio de Manizales y la 

demandante, objeto de este proceso.  

VIGÉSIMO SEGUNDO: La conducta del Magistrado Ramón Augusto Chávez Marín, 

por demás negligente de derechos de rango constitucional, desconoce la prolija 

jurisprudencia de la Corte Constitucional, pero que para el asunto que nos compete, 

solo se citará la más reciente doctrina superior contenida en la sentencia SU-129-

21, cuando allí se indicó sobre la rigurosidad del recaudo de la prueba, lo siguiente: 

“110.       En consecuencia y para recapitular, lo que advierte la Sala es que 

la ausencia de material probatorio idóneo, lejos de ser responsabilidad 

exclusiva de la demandante, tuvo su origen en la desidia del ad quem, que, 

pasando por alto las circunstancias especialísimas que rodeaban el 

caso y que fueron expuestas en los párrafos que anteceden, aplicó 

de manera rigurosa la regla de la carga de la prueba”. 

 

“111.      Ahora, decretar y practicar las pruebas que se hubieren 

considerado necesarias[153] habría permitido mayores elementos de juicio en 

torno al punto que se discute: los extremos temporales de la relación laboral. 

Con esto habría sido posible acudir a la tesis de la Corte Suprema de Justicia, 

según la cual, a fin de evitar fallos inhibitorios y en caso de que se presenten 

dudas sobre los aludidos extremos, podrá el juez de instancia 

“desentrañar[los] del acervo probatorio”, de manera aproximada, 

cuando se tenga certeza de que el vínculo laboral existió. Sobre este 

particular, ese alto Tribunal se ha pronunciado del modo que sigue: 

  

“Si bien es cierto que la jurisprudencia de este Tribunal ha sido constante 

en el sentido de que cuando quien debe demostrar el tiempo de servicio, y 

el salario devengado, no lo hace, no hay posibilidad legal para condenar al 

pago de prestaciones, salarios o indemnizaciones, es también evidente que 

cuando de las pruebas traídas a juicio se puede establecer sin lugar 

a dudas un término racionalmente aproximado durante el cual el 

trabajador haya servido, y existan por otra parte datos que 

permitan establecer la cuantía del salario devengado, es deber del 

juzgador desentrañar de esos elementos los hechos que permitan 

dar al trabajador la protección que las leyes sociales le 

garantizan”.[154] (Lo resaltado es ajeno al original) 
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VIGÉSIMO TERCERO: El único material probatorio que ha sido recaudado en este 

proceso, es eminentemente documental, el cual salvo las fotografías que se 

aportaron, demuestran parcialmente las verdaderas circunstancias de tiempo, modo 

y lugar en las que la señora Blanca Amparo Vélez Castro prestó sus servicios al 

municipio de Manizales. La prueba testimonial, en conjunto con la documental, es 

indispensable para terminar de demostrar la verdadera relación laboral entre 

demandante y demandado. 

VIGÉSIMO CUARTO: Era y sigue siendo la declaración de los terceros, personas 

residentes en la vereda LA GARRUCHA, los únicos que pueden dar fe de la verdadera 

utilidad (derivada de una prestación personal de servicio) que prestó la señora 

Blanca Amparo Vélez Castro al ente territorial municipal con sus servicios de 

cuidado y vigilancia de la planta física de la institución educativa que funciona en 

dicha vereda. 

VIGÉSIMO QUINTO: Actualmente la señora Blanca Amparo Vélez Castro se le 

están vulnerado los derechos a recuperar sus acreencias laborales, lo cual solo lo 

puede lograr a través de la información detallada que poseen los testigos, sobre las 

funciones, tiempo laborado, etc. Si la declaración de estos testigos puede versen 

negados sus derechos y acreencias laborales.  

VIGESIMO SEXTO: Se reitera que el apoderado principal y la abogada sustituta 

realizaron todas las gestiones tendientes a la comparecencia de los testigos ya que 

la señora Blanca Amparo Vélez Castro estuvo enterada de dichas gestiones, pero 

es un caso fortuito y de fuerza mayor; principalmente del Estado no asegurar el 

acceso al internet y la comunicación de un municipio que está lejos del alcance de 

esta tecnología; la dificultad de comunicación, conexión e internet que generó los 

problemas a los testigos para rendir su testimonio, se salen del manejo del ser 

humano y pasan a encabezar los problemas que debe solucionar el Estado 

colombiano. 

VIGESIMO SÉPTIMO: De conformidad con lo acotado en líneas anteriores, se 

formulan las siguientes y comedidas: 

PRETENSIONES: 

PRIMERO: TUTELAR los derechos constitucionales debido proceso, y el Acceso a 

la administración de justicia, que están siendo vulnerados con el actuar intransigente 

del TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS Y EL CONSEJO DE ESTADO, 

al negarse a recaudar la prueba testimonial de vital importancia para poder acceder 

a reclamar las acreencias laborales de la señora Blanca Amparo Vélez Castro. 

SEGUNDO: Ordenar al TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS Y EL 

CONSEJO DE ESTADO, para que procedan de forma inmediata a reponer la 

decisión de rechazar el recaudo de la prueba testimonial de los testigos y programar 

nueva fecha de audiencia para que se realice el recaudo de la prueba testimonial 

como defensa al derecho al debido proceso y el acceso a la justicia.  
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TERCERO: En virtud de las condiciones de fallador ultra y extra petita, y de su rol 

garantista en este tipo de acciones constitucionales, solicito comedidamente tutelar, 

si lo encuentra, cualquier derecho que encuentre en su sana crítica, así como 

vincular de oficio a cualquier otra entidad que se relacione con la garantía de los 

derechos fundamentales solicitados.   

 

DERECHOS VULNERADOS: 

La presente acción está concebida para evitar se cause un perjuicio irremediable, 

considero que TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS Y EL CONSEJO DE 

ESTADO, con su actuar abusivo del derecho, están vulnerando de forma flagrante 

el DERECHO CONSTITUCIONAL AL DEBIDO PROCESO Y LA 

ADMINISTRACION DE JUSTICIA, impidiendo que  se reciban las declaraciones 

de los testigos de la señora Blanca Amparo Vélez Castro, como búsqueda que 

se pruebe su relación laboral con el municipio de Manizales, donde prestó sus 

servicios personales al servicio de la INSTITUCIÓN EDUCATIVA PÚBLICA RURAL 

“RAFAEL POMBO”.  

Estos derechos están establecidos en la Constitución Política de Colombia de la 

siguiente forma: 

.- Artículo 29º, El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones 

judiciales y administrativas.  

Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se 

le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud 

de las formas propias de cada juicio. En materia penal, la ley permisiva o 

favorable, aun cuando sea posterior, se aplicará de preferencia a la restrictiva 

o desfavorable. Toda persona se presume inocente mientras no se la haya 

declarado judicialmente culpable. Quien sea sindicado tiene derecho a la 

defensa y a la asistencia de un abogado escogido por él, o de oficio, durante 

la investigación y el juzgamiento; a un debido proceso público sin dilaciones 

injustificadas; a presentar pruebas y a controvertir las que se alleguen en su 

contra; a impugnar la sentencia condenatoria, y a no ser juzgado dos veces 

por el mismo hecho. Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con 

violación del debido proceso. 

. - Artículo 229°, el cual reza: Se garantiza el derecho de toda persona 

para acceder a la administración de justicia. La ley indicará en qué 

casos podrá hacerlo sin la representación de abogado. 

 

La sentencia C-037 de 1996, señalo: “El acceso a la administración de 

justicia implica, entonces, la posibilidad de que cualquier persona solicite a 

los jueces competentes la protección o el restablecimiento de los derechos 

que consagran la Constitución y la ley. 
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ACCESO A LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA Y A LA TUTELA 

JUDICIAL EFECTIVA. 

La protección del derecho de acceso efectivo a la administración de justicia 

tiene dos dimensiones: (i) la posibilidad de acudir ante un juez o tribunal a 

presentar las pretensiones para la protección de sus derechos o intereses y 

(ii) que dicho acceso a la justicia sea efectivo, al obtener la resolución de 

fondo de las pretensiones presentadas y que la misma se pueda hacer efectiva 

a través de su correcta ejecución. En esa medida, es importante tener en 

cuenta que el derecho de acceso a la justicia no se verifica únicamente con 

el hecho de acudir ante los jueces competentes, sino que implica que la 

persona que acude obtenga una solución de fondo pronta, cumplida y eficaz. 

Por ello, cuando quien concurre a la jurisdicción no obtiene respuesta de 

fondo en un término razonable, por razones imputables al aparato judicial, se 

puede concluir que existe vulneración del derecho de acceso efectivo a la 

administración de justicia. 

.- Honorable corte, me permito sustentar los derechos fundamentales que están 

siendo vulnerados por las entidades accionadas, es indispensable que los testigos 

puedan entregar sus declaraciones, respecto de la relación laboral y las acreencias 

laborales reclamadas en la demanda en referencia, solamente quien vivió la situación 

de cerca puede expresar realmente cual es la verdad o realidad sustancial.  

Debo indicar que la decisión desigual tomada por el Magistrado ante la renuencia de 

recepcionar los testimonios solicitados como prueba fundamental dentro del proceso 

de Nulidad y Restablecimiento de Derecho de la señora Blanca Amparo Vélez 

Castro, es una decisión revestida de abuso de derecho, de una posición que 

desconoce la realidad social que la cobija y se extiende a sus testigos. 

Estos testimonios buscan ratificar los hechos de la demanda a fin de obtener una 

sentencia conforme a las pretensiones del libelo genitor, a fin de lograr la 

efectivización del derecho de igual material que le ha sido vulnerado a la accionante 

por cuenta del MUNICIPIO DE MANIZALES, cuando ha explotado sus fuerzas físicas 

y diligencias de cuidado, sin que reciba una contraprestación económica justa a su 

labor de años de trabajo.  

Olvido el Magistrado que para la fecha de la audiencia aún se continuaba en 

emergencia sanitaria, que la recuperación económica para muchas personas estaba 

en proceso y que las dificultades para poder movilizarse eran restringidas, además 

que muchas de las personas que iban a rendir su testimonio son personas adultas 

que tenían un riesgo mayor de infectarse con el virus.  

La realidad económica de la señora Blanca Amparo Vélez Castro es precaria, 

depende de las resultas de esta demanda para acceder a un mínimo vital, puesto 

que no tiene aportes a seguridad social, no recibe pensión de ninguna naturaleza ya 

que las actividades en las que presto sus servicios al municipio de Manizales nunca 

fue pagada o cancelada, esto la dejo sin ningún tipo de recurso económico para 
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sufragar el desplazamiento de sus testigos a Manizales, para que ellos dieran fe de 

lo afirmado en la demanda. 

.- debe tener en cuenta el juzgador la situación económica de la gente del campo, 

de la vereda La Garrucha, como fue la prueba testimonial ofrecida, y las dificultades 

de desplazamiento en vehículo desde allí y hasta Manizales, dado el horario de 

transporte, también fue una circunstancia que no permitió el recaudo efectivo de la 

prueba testimonial. 

Empero se agotaron otros medios que permitían el recaudo de la prueba, conforme 

a las realidades de no presencialidad en los despachos judiciales y a las redes de 

comunicación digital, para el debido recaudo, para ello el señor CAMILO ARROYAVE 

BUSTAMANTE, estuvo presente el día 2 de agosto de 2021 en la vereda La Garrucha, 

con un equipo de trasmisión de datos y no fue posible, que aún así, se recibiera 

dicha prueba, por cuanto se presentó un ánimo de superioridad, abuso del derecho 

y falta de debida administración de justicia del señor Magistrado que obligo a la 

señora Blanca Amparo Vélez Castro   a presentar esta acción de tutela. 

En este contexto situacional que se ha ofrecido dentro del proceso de la referencia, 

el señor Magistrado se encuentra dotado de todo un arsenal metajurídico y procesal, 

para haber recogido la prueba ofrecida por la señora Blanca Amparo Vélez 

Castro; ese plexo de facultades se encuentra dispuesto desde el mismo texto 

constitucional promulgado desde 1991. 

Se considera que con la expedición de la Constitución de 1991, se le dio al operador 

jurisdiccional, un amplio espectro de acciones en beneficio de la interpretación de la 

ley; la Constitución amplió ese marco de acciones a tópicos que no se hubieran 

consumado en un estado de derecho, tal como se proclama en una de nuestras 

sentencias hitos (T-406 de 1992), en donde se indicaba el nuevo papel que tenía y 

aún tiene el juez, como garante de las desigualdades sociales en un estado que 

había transmutado de derecho (legalista) a un Estado Social de Derecho, dejando 

de ser un simple ejecutor de la ley con sus poderes de coerción, de documentación 

y ejecución de sus decisiones judiciales a rajatabla. 

La Corte Constitucional, como se expresó, extendió y redimensionó, en la sentencia 

T-406-1992, el protagonismo de quien era considerado un invitado de piedra al 

debate social: 

 

“El juez, en el Estado social de derecho también es un portador de la visión 

institucional del interés general. El juez, al poner en relación la Constitución -

sus principios y sus normas- con la ley y con los hechos hace uso de una 

discrecionalidad interpretativa que necesariamente delimita el sentido político 

de los textos constitucionales. En este sentido la legislación y la decisión 

judicial son ambos procesos de creación de derecho”. 
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Parafraseando a Roberto Gargarella, el juez era la garganta del legislador. 

Esta nueva posición – acorde con los nuevos valores y principios constitucionales 

vigentes desde 1991 – y que la Constitución entregó al juez moderador del conflicto 

social, permitieron el desarrollo de nuevas visiones del derecho, pasando del 

legalismo (rito a la ley), por una emancipación constructiva del nuevo contexto social 

en el que Colombia sigue incursionando; herramientas amplias y suficientes se 

dieron al sentenciador en frente de un problema social para resolver, no para 

ignorarlo, como ocurrió con la decisión que tomó el señor Magistrado el día 2 de 

agosto de 2021. 

Esas capacidades de construcción jurídica ante las lagunas del derecho o de los 

casos difíciles (zonas de penumbra que no ha previsto el legislador al momento de 

redactar la norma), es un don de nuestro modelo constitucional. 

En razón de la CONSTITUCIONALIZACIÓN DEL DERECHO o incluso dentro del marco 

de aparente legalidad, en nuestro medio local, sin los apasionamientos de un 

objetivismo moral (del propio dispensador judicial) o una exacerbado control fuerte 

institucional, permiten que se clarifique y disperse la nebulosa cortina de 

interpretaciones legalistas en torno al modo de vida de la sociedad, con apego de la 

legalidad, desconocimiento de la legitimidad en las reclamaciones de algunos grupos 

sociales o sujetos de especial protección. 

Sin embargo, como ocurre en este evento por la decisión tan abrupta y particular 

que ha tomado su señoría, no atender los lineamientos de estructura de conducta 

procesal que se encuentran vigentes en nuestros ordenamientos procesales, como 

lo es el recaudo de la prueba testimonial, se constituye un activismo judicial negativo 

y arbitrario, sin fundamento alguno, que en lugar de hacer bien a la judicatura y a 

la resolución del caso sometido al control legal, se genera un perjuicio cimentado en 

la arbitrariedad subjetiva del dispensador de justicia, como ocurre en este evento. 

El Tribunal Constitucional o el juez ordinario, cobijado con el manto del derecho 

constitucional (local y trasnacional), debe tener siempre en cuenta la frontera que 

deslinda el minimalismo y el maximalismo judicial. La prudencia. 

 

MINIMALISMO JUDICIAL   VS.   MAXIMALISMO 

JUDICIAL 

“VIRTUDES PASIVAS”      “VIRTUDES ACTIVAS” 

___________________________________________________________________

______ 

NI AQUÍ    JUSTO MEDIO    NI AQUI 

  

(Esto genera un dialogo judicial) 
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Se hace indispensable un estudio serio y profundo sobre el abuso del derecho por 

parte del ente jurisdiccional que impiden en su arbitrariedad recaudar las 

declaraciones de los testigos de la señora Blanca Amparo Vélez Castro que son 

de vital importancia para lograr probar su derecho laboral adquirido al realizar una 

labor continuada para el Municipio de Manizales.  

JURISPRUDENCIA (Procedencia de acción de tutela): 
 
A continuación, se destacan los argumentos sobre la procedencia de la acción de 
tutela en contra de providencias judiciales, tal como ocurre en este escenario. 

 

Conforme al artículo 86 de la Constitución Política, la acción de tutela procede 
contra cualquier autoridad pública cuando por acción u omisión se presente 

la amenaza o vulneración de un derecho fundamental. En el mismo sentido 
lo establece el artículo 13 del Decreto 2591 de 1991. En la medida en que los 
jueces son también autoridades públicas, la jurisprudencia ha establecido que 
la acción de tutela es un mecanismo judicial que puede controvertir decisiones 
judiciales que han vulnerado el derecho al debido proceso. 

 
Esto encuentra su sustento en el ordenamiento constitucional, implementado 
a través de la Constitución de 1991, el cual está basado “(i) en el carácter 
normativo y supremo de la Carta Política que vincula a todos los poderes 

públicos; (ii) en el reconocimiento de la efectividad y primacía de los derechos 
fundamentales; (iii) en la existencia de la Corte Constitucional a quien se le 
atribuye la interpretación de la Constitución y la protección de los derechos 
fundamentales; (iv) y en la posibilidad reconocida a toda persona para 

promover acción de tutela contra cualquier autoridad pública en defensa de 
sus derechos fundamentales.” 
 
Sin embargo, esta procedencia es de carácter excepcional y restringida, pues 

encuentra su justificación “en razón a los principios constitucionales de los 
que se desprende el respeto por la cosa juzgada, la necesidad de preservar 
la seguridad jurídica, la garantía de la independencia y autonomía de los 
jueces y el sometimiento general de los conflictos a las competencias 
ordinarias de éstos”. 

 
Esta Corte ha decantado progresivamente pautas respecto a las condiciones 
excepcionales de procedibilidad de la acción de tutela contra providencias 
judiciales.  

 
La Sala Plena de la Corte en la sentencia C-590 de 2005 expuso el precedente 
vigente sobre la procedibilidad de la acción de tutela contra providencias 
judiciales. 

 
Esta sentencia distingue entre unos requisitos generales y unos específicos. 
Los primeros son aquellos relacionados con la competencia, trámite y las 
condiciones de procedencia de la acción de tutela, como la inmediatez, la 

subsidiariedad, entre otras. 
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Los segundos se refieren concretamente a los defectos en los que incurre la 

decisión judicial y que la hacen incompatible con los derechos fundamentales 
reconocidos por la Constitución. 
 
Los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela contra 

providencias judiciales son los siguientes: 
 
“Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional. 
Para la Corte, el juez constitucional no puede estudiar cuestiones que no 
tienen una clara y marcada importancia constitucional so pena de involucrarse 

en asuntos que corresponde definir a otras jurisdicciones. En consecuencia, 
el juez de tutela debe indicar con toda claridad y de forma expresa por qué 
la cuestión que entra a resolver es genuinamente una cuestión de relevancia 
constitucional que afecta los derechos fundamentales de las partes.” 

 
“Que se hayan agotado todos los medios -ordinarios y extraordinarios-, de 
defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar 
la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable. De allí que sea 

un deber del actor desplegar todos los mecanismos judiciales ordinarios que 
el sistema jurídico le otorga para la defensa de sus derechos. De no ser así, 
esto es, de asumirse la acción de tutela como un mecanismo de protección 
alternativo, se correría el riesgo de vaciar las competencias de las distintas 

autoridades judiciales, de concentrar en la jurisdicción constitucional todas 
las decisiones inherentes a ellas y de propiciar un desborde institucional en el 
cumplimiento de las funciones de esta última.”  
 
“Que se cumpla el requisito de la inmediatez, es decir, que la tutela se hubiere 

interpuesto en un término razonable y proporcionado a partir del hecho que 
originó la vulneración. De lo contrario, esto es, permitir que la acción de tutela 
proceda meses o aún años después de proferida la decisión, comportaría 
sacrificar los principios de cosa juzgada y seguridad jurídica, ya que sobre 

todas las decisiones judiciales se cerniría una absoluta incertidumbre que las 
desdibujaría como mecanismos institucionales legítimos de resolución de 
conflictos.”  
 

“Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro que la 
misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se 
impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. No 
obstante, si la irregularidad comporta grave lesión de derechos 
fundamentales, tal como ocurre con los casos de pruebas ilícitas susceptibles 

de imputarse como crímenes de lesa humanidad, la protección de tales 
derechos se genera independientemente de la incidencia que tengan en el 
litigio y por ello hay lugar a la anulación del juicio correspondiente.”  
 

“Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que 
generaron la vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere 
alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido 
posible. Esta exigencia es comprensible pues, sin que la acción de tutela 

llegue a rodearse de unas exigencias formales contrarias a su naturaleza y no 
previstas por el constituyente, sí es menester que el actor tenga claridad en 
cuanto al fundamento de la afectación de derechos que imputa a la decisión 
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judicial, que la haya planteado al interior del proceso y que dé cuenta de todo 
ello al momento de pretender la protección constitucional de sus derechos.”  

 
“Que no se trate de sentencias de tutela. Esto por cuanto los debates sobre 
la protección de los derechos fundamentales no pueden prolongarse de 
manera indefinida, mucho más si todas las sentencias proferidas son 

sometidas a un riguroso proceso de selección ante esta Corporación, proceso 
en virtud del cual las sentencias no seleccionadas para revisión, por decisión 
de la Sala respectiva, se tornan definitivas.”  
 

(Lo destacado en gris es ajeno al original del texto citado) 

 
En ese contexto, se relacionan las causales genéricas de procedencia de 
la acción de tutela: 

 
 

CAUSALES DE 

PROCEDIBILIDAD DE 
LA ACCIÓN DE TUTELA 

 

APLICA SI O NO  

¿Por qué hay o no 

relevancia 
constitucional? 

Defecto orgánico, que 
se presenta cuando el 
funcionario judicial que 
profirió la providencia 

impugnada carece, 
absolutamente, de 
competencia para ello. 

 
 

 
NO 

 

Defecto procedimental 
absoluto, que se origina 
cuando el juez actuó 
completamente al margen 

del procedimiento 
establecido.  

 
 
 
 

SÍ 

En el artículo 217 del 
C.G.P no indica que sea 
obligatorio el envio previo 
de copia de documentos 

de identidad ni correos 
electrónicos, máxime 
cuando los testigos no los 
poseen. 
El artículo 221 del C.G.P 

tampoco hace dichas 
exigencias. 
El exceso de ritual 
manifiesto por parte del 

Magistrado que debía 
recaudar los testimonios 
como prueba demuestra 
su posición y su abuso del 

derecho al negarse a 
recepcionar dichos 
testimonios sin tener en 
cuenta el lugar de 

residencia de los testigos, 
asi como la realidad que 
por ser un sitio que no 
esta cerca del casco 
urbano no cuenta con 

mailto:moralesyabogados@hotmail.com


   

Canal digital: moralesyabogados@hotmail.com (Román Morales López) 
Canal digital: lorenabparra@gmail.com     (Lorena Buritica) 

Calle 25 # 22-23 oficina 401 Manizales 
Celular: 3108211015 

adecuada señal o medios 
tecnológicos y que de 
acuerdo a Tratados 
internacionales cuando se 

trata de testigos fuera del 
área urbana se tendrá 
mayor consideración. 
 

Defecto fáctico, que 
surge cuando el juez 
carece del apoyo 

probatorio que permita la 
aplicación del supuesto 
legal en el que se sustenta 
la decisión. 

 
 
 

SÍ 

Cuando el Magistrado en 
audiencia tomo la decisión 
de no escuchar a los 

testigos por no tener 
copias de las cédulas y 
correos electrónicos de 
los testigos esta 
desconociendo lo indicado 

en el escrito de la 
demanda, puesto desde el 
inicio se informa que se 
carecía de correo 

electrónicos de los 
testigos y por residir en 
un lugar tan alejado era 
imposible acceder a las 

copias de las cédulas. 
En ninguna parte de la 
norma se indica que sea 
obligación este 

documento, estábamos 
aún en emergencia 
sanitaria y la audiencia se 
realizaba de manera 
virtual. 

Por ende, es evidente el 
exceso de ritual 
manifiesto y el abuso por 
parte del Magistrado, de 

no basar su decisión en 
una norma, es capricho 
de este ordenador judicial 
negar el recaudo de la 

prueba y el debido 
proceso a la accionante.  

Defecto material o 

sustantivo, como son los 
casos en que se decide 
con base en normas 
inexistentes o 

inconstitucionales o que 
presentan una evidente y 
grosera contradicción 

 

 
 
 

SÍ 

Los accionados no basan 

su decisión de negar el 
recaudo de la prueba 
testimonial basado en una 
norma, pues no existe la 

obligación que estos 
impusieron (copia de 
cédulas y correos 
electrónicos), su base es 
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entre los fundamentos y la 
decisión. 

un capricho, exceso de 
ritual manifiesto y abuso 
del derecho, ya que solo 
indican como base de su 

negación “que no se 
enviaron las copias de las 
cédulas de los testigos y 
los correos electrónicos”, 
cuando era de 

conocimiento de los 
mismos la dificultad de los 
testigos de conexión al 
vivir en un corregimiento 

alejado (7.5 horas) del 
casco urbano, que 
ninguno de los testigos 
contaba con correo 

electrónico y que dicha 
situación se había 
indicado desde la 
presentación de la 
demanda, ignoraron los 

accionados que el 
apoderado envío una 
persona a dicho lugar 
para asegurar el recaudo 

de los testimonios. 
  

Error inducido, que se 
presenta cuando el juez o 
tribunal fue víctima de un 
engaño por parte de 
terceros y ese engaño lo 

condujo a la toma de una 
decisión que afecta 
derechos fundamentales. 

 
 
 
 
 

 
 

 
NO 

 

Decisión sin 
motivación, que implica 
el incumplimiento de los 

servidores judiciales de 
dar cuenta de los 
fundamentos fácticos y 
jurídicos de sus decisiones 

en el entendido que 
precisamente en esa 
motivación reposa la 
legitimidad de su órbita 

funcional. 

 
 
 

 
 

SÍ 

El Magistrado no motivo 
su decisión en la norma 
del C.G.P en relación con 

la recepción de prueba 
testimonial. 
solo motivo su decisión en 
un capricho y en su abuso 

de autoridad, negándose 
a recaudar la prueba 
solicitada cuando esta es 
la base para una posible 

sentencia. 
En apelación del recurso 
EL CONSEJO DE ESTADO 
coadyuvo la decisión del 
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magistrado sin basar 
dicha motivación en el 
C.G.P.  

Desconocimiento del 
precedente, hipótesis 
que se presenta, por 
ejemplo, cuando la Corte 

Constitucional establece el 
alcance de un derecho 
fundamental y el juez 
ordinario aplica una ley 

limitando sustancialmente 
dicho alcance. En estos 
casos la tutela procede 
como mecanismo para 
garantizar la eficacia 

jurídica del contenido 
constitucionalmente 
vinculante del derecho 
fundamental vulnerado. 

 
 
 
 

 
 
 

SÍ 

“La jurisprudencia 
constitucional ha definido 
el derecho al debido 
proceso como el conjunto 

de garantías previstas en 
el ordenamiento jurídico, 
a través de las cuales se 
busca la protección del 

individuo incurso en una 
actuación judicial o 
administrativa, para que 
durante su trámite se 
respeten sus derechos y 

se logre la aplicación 
correcta de la justicia” 
según la Sentencia C-
341/14 

 
Violación directa de la 

Constitución. 

 
Si 

 

Se violenta el debido 
proceso, el acceso a la 

justicia y a la igualdad de 
las partes conexo a estos 
derechos también se viola 
el derecho a vida digna y 
un mínimo vital, ya que la 

accionada no posee otro 
ingreso, no realizó 
cotizaciones a pensión 
para poder acceder a una 

pensión porque confiaba 
que asi lo realizara el 
demandado Municipio de 
Manizales. 

 

JURAMENTO: 

Bajo la gravedad del juramento le manifiesto que por los mismos hechos y derechos 

no he presentado petición similar ante ninguna autoridad judicial. 

 

DERECHOS FUNDAMENTALES VULNERADOS 

 

 DEBIDO PROCESO. 

 ACCESO A LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA. 
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FUNDAMENTOS LEGALES 

Invoco como normas vulneras: Art. 3,22, 25 de la Declaración Universal de Derechos 

Humanos; Constitución Política de Colombia en los art. 1, 11,13, 44 y 48, Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos en el art. 6., Pacto Internacional de 

Derechos Económicos y Sociales, art. 9 y 10 H, 12 y 14.2B y la convención Americana 

de Derechos Humanos en el art. 4 y 26.  

 

PRUEBAS: 

En orden a establecer la violación de los Derechos Constitucionales Fundamentales 

violados y cuya protección invoco, solicito, si bien usted lo considera, se sirva 

decretar y practicar las pruebas de oficio que usted considere pertinentes. 

Documentales aportados: 

1.- Copia del expediente completo (documental)   

2.- Decisión del consejo de estado  

3.- Declaración extra judicial de Camilo Arroyave   

 

INSPECCIÓN JUDICIAL: 

 

Se solicita se realice inspección judicial sobre el expediente (videos de la audiencia 

de pruebas) que contiene el proceso MEDIO DE CONTROL (ACCIÓN DE) 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO de BLANCA AMPARO 

VÉLEZ CASTRO contra MUNICIPIO DE MANIZALES, con radicado 17001-23-33-

000-2016-00989-00 que se lleva ante el TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE 

CALDAS, Magistrado Ponente: Augusto Ramón Chávez Marín. 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO: 

Fundamento esta acción en lo dispuesto en el Preámbulo de la Constitución Nacional 

y en los artículos 23 y 86 de la misma, y Decretos: 2591 de 1991 – 306 de 1992 

– 1382 de 2000. 

 

COMPETENCIA: 

 

De acuerdo con el artículo 37 del Decreto 2591 de 1.991 la competencia para 

conocer esta tutela corresponde a cualquier juez de la ciudad de Manizales, dado 

que la vulneración o amenaza del derecho fundamental ha ocurrido en este 

Municipio, donde el juez tiene competencia; de no considerarse competente, solicito 

que de inmediato se envié al juez competente. 

mailto:moralesyabogados@hotmail.com
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ANEXOS: 

.- Poder para actuar. 

.- Las pruebas relacionadas en el acápite correspondiente. 

 

DIRECCIONES Y NOTIFICACIONES: 

ACCIONANTE:  

Dirección: Calle 25 # 22-23 oficina 401 Manizales 
Correo electrónico: lorenabparra@gmail.com  

Celular: 320-5116613 

 

ACCIONADOS:  

 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS  

Dirección:  Cra. 23 #21-48, Manizales, Caldas 

Email:  archavez@cendoj.ramajudicial.gov.co  

Celular: 6068879620 EXT 10201 

 

EL CONSEJO DE ESTADO 

Dirección:  Calle 12 # 7-65, Palacio de Justicia 

Bogotá D.C – Colombia 

Email:  secgeneral@consejodeestado.gov.co 

Celular: (+60 1) 350 6700 Ext: 2202 

 

 

Atentamente, 

  

JENY LORENA BURITICA PARRA 

CC. 30.238.092 de Manizales  

T.P. 356.843 del C.S.J. 

Correo: lorenabparra@gmail.com 
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Manizales, 16 de marzo de 2023 

 

Señores 

CONSEJO DE ESTADO  

Bogotá  

 

REF.: Acción de tutela de BLANCA AMPARO VÉLEZ CASTRO en contra del 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS Y EL CONSEJO DE ESTADO.  

 

Asunto: Otorgamiento de poder.  

 

BLANCA AMPARO VÉLEZ CASTRO, mayor de edad, domiciliada y residenciada 

en la ciudad de Manizales, identificada como aparece al pie de mi firma, confiero 

poder especial,  amplio y suficiente, al abogado ROMÁN MORALES LÓPEZ, 

persona mayor de edad y vecino de Manizales, identificado con numero de cedula 

75.072.482 de Manizales, portador de T.P número 156.322 del C.S.J., para que en 

mi nombre y representación presente tutela en contra del TRIBUNAL 

ADMINISTRATIVO DE CALDAS Y EL CONSEJO DE ESTADO, por violación a 

mis derechos fundamentales al Debido Proceso Y La Administración De Justicia. 

 

Fuera de las facultades de ley, el presente poder con lleva las de recibir, transigir, 

sustituir, desistir, tachar, renunciar, conciliar, resumir el poder, formular incidentes, 

impugnación y excepciones, todo en procura de cumplir en debida forma el mandato 

otorgado y en general todas aquellas necesarias para el buen cumplimiento de su 

gestión. 

 

Sírvase en consecuencia, reconocerle la personería en los términos y para los fines 

aquí indicados. 

 

Atentamente,  
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Señores 

CONSEJO DE ESTADO  

Bogotá  

 

REF.: Acción de tutela de BLANCA AMPARO VÉLEZ CASTRO en contra del 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS Y EL CONSEJO DE ESTADO.  

Asunto: Sustitución de poder. 

ROMÁN MORALES LÓPEZ, identificado como aparece al interior del proceso, 

actuando como apoderado de la señora BLANCA AMPARO VÉLEZ CASTRO, en 
los términos del poder otorgado, me dirijo muy respetuosamente ante usted para 
manifestarle lo siguiente:  
 
1-. Sustituyo el mandato conferido por la señora BLANCA AMPARO VÉLEZ 

CASTRO, mayor de edad, vecina y residente de Manizales, identificada con C.C. # 
39.384.001 de Manizales, a la abogada JENY LORENA BURITICA PARRA, mayor 
y vecina de la ciudad de Manizales, identificada con N° de C.C. 30.238.092 expedida 
en Manizales, portadora de La T.P N°. 356.843 del C.S.J.  

 
.- Que la sustitución que ahora se realiza, faculta la abogada JENY LORENA 
BURITICA PARRA a actuar en procura de los derechos de la señora BLANCA 
AMPARO VÉLEZ CASTRO . 

 
Atentamente,  
 
 
 

 
 

ROMÁN MORALES LÓPEZ  

T.P. 156.322 C.S.J. 
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CONSEJO DE ESTADO 

SALA DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO 

SECCIÓN SEGUNDA 

SUBSECCIÓN B 
 

 

   

 

Consejero sustanciador: Carmelo Perdomo Cuéter 

 

Bogotá, D. C., ocho (8) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

 

Medio de control : Nulidad y restablecimiento del derecho  

Expediente         : 17001-23-33-000-2016-00989-01 (3993-2021)1 

Demandante                  : Blanca Amparo Vélez Castro 

Demandada    

Tema   

: 

: 

Municipio de Manizales - secretaría de educación 

Contrato realidad 

Actuación : Decide apelación contra auto que prescindió de la práctica 

de algunos testimonios  

 

I. ASUNTO POR RESOLVER 

 

Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto y sustentado por la 

demandante2 contra el auto de 2 de agosto de 20213, proferido por el Tribunal 

Administrativo de Caldas, con el cual prescindió de los testimonios de los 

declarantes que no se hicieron presentes en la audiencia de pruebas. 

 

II. ANTECEDENTES PROCESALES 

 

El 31 de octubre de 20164 la accionante, a través de apoderado, incoó medio de 

control de nulidad y restablecimiento del derecho con el fin de obtener la 

anulación del oficio 3914 de 19 de mayo de 2016, con el que la secretaría de 

educación de Manizales le negó el reconocimiento de una relación laboral 

durante los períodos en que prestó sus servicios como «auxiliar de servicios 

generales» en la Institución Educativa Rural Rafael Pombo. A título de 

restablecimiento del derecho, solicita se declare la existencia de tal vínculo, se 

ordene sufragar los respectivos salarios, las prestaciones sociales y la sanción 

moratoria por la no cancelación de cesantías. 

 

La demanda fue radicada ante la oficina judicial de Manizales y asignada al 

Juzgado Segundo (2°) Administrativo de ese circuito, que con proveído de 9 

de diciembre de 2016 declaró su falta de competencia en razón a la cuantía, 

por lo que se remitió el expediente al Tribunal Administrativo de Caldas5, que 

el 9 de marzo de 2017, la admitió6. 

 
1 Resulta oportuno precisar que las presentes diligencias reposan en el expediente digital contenido en la 

herramienta electrónica denominada Samai. 
2 Índice 3 (archivo «17ActaPruebasconcedeapelaciónauto») de la herramienta electrónica Samai. 
3 Ibidem. 
4 Índice 3 (archivo 1) ibidem. 
5 Páginas 72 a 74 ibidem. 
6 Páginas 79 a 83 ibidem. 
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Agotados los trámites de rigor, el aludido Tribunal celebró audiencia inicial el 

9 de octubre de 20197 en la que decretó como pruebas, entre otras, las 

declaraciones de los señores Luz Mery Cifuentes, Mauricio Álvarez Gómez, 

Gloria Inés López, María Patricia Rivera, Bibiana María Álvarez, Yolanda 

Henao, María Valentina Henao, María Ensueño Henao, Luz María Gómez y 

José Guillermo Castaño; advirtió que «[…] la parte actora se encargar[ía] de 

la comparecencia de los testigos […]» y señaló que, «[e]n caso de que así lo 

requiera, […] se librar[ían] las citaciones respectivas para que la parte 

interesada procure la asistencia de los declarantes».  

 

Posteriormente, a través de auto de 22 de julio de 20218, (i) convocó a 

audiencia de pruebas para el 2 de agosto siguiente, a las 3:15 p. m.,  que sería 

adelantada «[…] de manera presencial pero remota a través de la plataforma 

Microsoft Teams, para lo cual se enviará invitación a los correos electrónicos 

que informen las partes y el Ministerio Público, quienes deberán conectarse 

desde un equipo con micrófono y cámara de video»; (ii) requirió a la 

demandante para que dentro de los tres días siguientes a la notificación de esa 

actuación «[…] informe y allegue [c]opia escaneada de la cédula de 

ciudadanía, número telefónico y correo electrónico de los testigos»; (iii) 

recordó «[…] a la parte accionante que le corresponde velar por que sus 

testigos comparezcan a la diligencia y en este caso rindan declaración en 

forma virtual, para lo cual éstos deberán conectarse a la audiencia de pruebas 

desde las direcciones de correo electrónico que se informen al Despacho 

[…]», y (iv) expresó que «[…] los declarantes deberán estar aislados de aquél 

que en un determinado momento esté rindiendo su testimonio, conforme lo 

exige el artículo 220 del citado estatuto procedimental civil». 

 

Al respecto se observa que, la accionante no informó acerca de los números 

telefónicos o correos electrónicos de sus testigos y allegó copia de las cédulas 

de ciudadanía de tres de ellos solo durante la celebración de la diligencia9, de 

quienes, hizo saber, comparecían mediante una videollamada efectuada a un 

teléfono móvil a través de la aplicación denominada «WhatsApp». 

 

Con auto proferido en la mencionada audiencia de pruebas10, el a quo prescindió 

de los testimonios decretados, frente a lo que la demandante formuló los 

recursos de reposición y en subsidio de apelación11, decididos en el sentido de 

 
7 Páginas 79 a 83 ibidem. 
8 Visible en el índice 3 (archivo 8) de la herramienta electrónica Samai. 
9 Visible en el índice 3 (archivo 14) ibidem. 
10 Visible en el índice 3 (archivo 17) ibidem. 
11 Ibidem. 
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negar el primero y conceder el segundo12; en consecuencia, el presente asunto 

se envió a esta Corporación.  

 

III. PROVIDENCIA IMPUGNADA 

 

El Tribunal Administrativo de Caldas, con proveído adoptado en la audiencia 

de pruebas de 2 de agosto de 202113, prescindió de las declaraciones de terceros 

decretadas, ante «[…] la falta de comparecencia de los testigos de la parte 

actora […]» y por cuanto «[…] proferido y notificado el auto que fijó la fecha 

de la audiencia de pruebas, la parte actora no se pronunció al respecto y no 

aportó la información de los testigos solicitada en la mencionada providencia 

[…]». 

 

Aduce que «[…] la parte actora presentó tres testigos vía Whatsapp, sin 

embargo, […] la ubicación de los declarantes no significa que estos estén 

disponibles a la hora y en las condiciones fijadas […]», pues en esas 

circunstancias «[…] la información no llega directamente al conocimiento del 

Despacho y no […] considera que la circunstancia de la virtualidad permita 

llegar al punto de recibir los testimonios en los términos solicitados por la 

apoderada de la parte demandante […]». 

 

Sostiene que los testigos no se encuentran ubicados en un lugar apropiado para 

la diligencia, pudieron ser trasladados a otra locación y no se exige que tengan 

correo electrónico, dado que el Tribunal ha recibido testimonios desde 

dispositivos móviles, siempre y cuando el deponente se conecte mediante el 

respectivo enlace e ingrese a la sala de audiencia virtual; sin embargo, recibir el 

testimonio por «WhatsApp» con la intermediación de dos teléfonos celulares no 

garantiza la fidelidad e interacción con los declarantes y hace difícil obtener una 

comunicación directa y adecuada. 

 

IV. RECURSO DE APELACIÓN 

 

Contra la anterior decisión la accionante interpuso los recursos de reposición y 

en subsidio de apelación, al estimar que, por cuenta de «dificultades de 

conectividad», tres de los testigos sí comparecieron a la diligencia a través de 

una videollamada efectuada mediante la aplicación de mensajería «WhatsApp», 

recibida en un dispositivo móvil (que exhibió ante la cámara), por lo que las 

declaraciones sí debieron ser recogidas.  

 

 
12 Ibidem 
13 Visible en los índices 3 (archivo 17) y 4 ibidem. 
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V. CONSIDERACIONES 

 

5.1 Competencia. Corresponde al despacho, conforme a lo preceptuado en los 

artículos 12514, 150, 243 (numeral 7)15 y 244 (numeral 4)16 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (CPACA), 

decidir el recurso de apelación interpuesto por la demandante17 contra el auto 

proferido por el Tribunal Administrativo de Caldas en audiencia de pruebas de 

2 de agosto de 202118, con el que decidió abstenerse de practicar algunos 

testimonios. 

 

5.2 Problema jurídico. Se contrae a determinar si es acertada o no la decisión 

del a quo de prescindir de algunos testimonios decretados previamente en 

audiencia inicial, pese a que tres de ellos se hicieron presentes en la de pruebas, 

aunque conectados a través de una videollamada de la aplicación denominada 

«WhatsApp» recibida en un teléfono móvil de la parte demandante. 

 

5.3 Caso concreto. Conforme al artículo 211 del CPACA, la práctica probatoria 

en la jurisdicción contencioso-administrativa se rige en lo no regulado en esa 

obra por las normas del Código General del Proceso (CGP). 

 

En lo concerniente a la declaración de terceros, los artículos 217 y 218 del CGP 

preceptúan que «[l]a parte que haya solicitado el testimonio deberá procurar 

la comparecencia del testigo […]» y, sin perjuicio de las facultades oficiosas 

de los jueces en materia de pruebas, «se prescindirá del testimonio de quien no 

 
14 «ARTÍCULO 125. DE LA EXPEDICIÓN DE PROVIDENCIAS. La expedición de las providencias judiciales 

se sujetará a las siguientes reglas: 

1. Corresponderá a los jueces proferir los autos y las sentencias. 

2. Las salas, secciones y subsecciones dictarán las sentencias y las siguientes providencias: 

a) Las que decidan si se avoca conocimiento o no de un asunto de acuerdo con los numerales 3 y 4 del 

artículo 111 y con el artículo 271 de este código; 

b) Las que resuelvan los impedimentos y recusaciones, de conformidad con los artículos 131 y 132 de este 

código; 

c) Las que resuelvan los recursos de súplica. En este caso, queda excluido el despacho que hubiera 

proferido el auto recurrido; 

d) Las que decreten pruebas de oficio, en el caso previsto en el inciso segundo del artículo 213 de este 

código; 

e) Las que decidan de fondo las solicitudes de extensión de jurisprudencia; 

f) En las demandas contra los actos de elección y los de contenido electoral, la decisión de las medidas 

cautelares será de sala; 

g) Las enunciadas en los numerales 1 a 3 y 6 del artículo 243 cuando se profieran en primera instancia o 

decidan el recurso de apelación contra estas; 

h) El que resuelve la apelación del auto que decreta, deniega o modifica una medida cautelar. En primera 

instancia esta decisión será de ponente. 

3. Será competencia del magistrado ponente dictar las demás providencias interlocutorias y de sustanciación 

en el curso de cualquier instancia, incluida la que resuelva el recurso de queja.». 
15 «[e]l que niegue el decreto o la práctica de pruebas».  
16 «[u]na vez concedido el recurso, se remitirá el expediente al superior para que lo decida de plano». 
17 Índices 3 (archivo 17) y 4 de la herramienta electrónica Samai. 
18 Ibidem. 
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comparezca». Este último artículo también prevé que «[s]i el interesado lo 

solicita y el testigo se encuentra en el municipio, el juez podrá ordenar a la 

policía la conducción del testigo a la audiencia si fuere factible […]». 

 

En el pretérito, la aplicación de dichos cánones estaba sujeta al ejercicio 

predominantemente presencial de la actividad judicial, supuesto bajo el cual, de 

manera generalizada, la práctica de testimonios tenía lugar en un recinto físico 

adecuado y señalado para celebrar la audiencia de pruebas, al que los 

apoderados, partes y declarantes debían concurrir.    

 

Empero, la coyuntura que conllevó la declaratoria del estado de emergencia 

económica, social y ecológica en el 202019 y la necesidad de garantizar el 

funcionamiento regular de la administración de justicia aún en escenarios de 

sucesivos aislamientos preventivos, impuso la adopción de « […] medidas para 

implementar las tecnologías de la información y las comunicaciones en las 

actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención 

a los usuarios del servicio de justicia […]», formuladas, ab initio, en el Decreto 

legislativo 806 de 202020.  

 

Luego, la Ley 2080 de 2021 modificó el artículo 186 del CPACA, en orden a 

establecer que «[l]as partes y sus apoderados deberán realizar sus actuaciones 

y asistir a las audiencias y diligencias a través de las tecnologías de la 

información y las comunicaciones […]», y «[…] suministrar al despacho 

judicial y a todos los sujetos procesales e intervinientes, el canal digital para 

que a través de este se surtan todas las actuaciones y notificaciones del proceso 

o trámite […]».  

 

Concordante con tales disposiciones, el Consejo Superior de la Judicatura 

expidió los Acuerdos 1156721, 1163222 y 1167123 de 2020, 11840 de 202124 y 

11930 de 202225, en los cuales determinó que los canales de recepción y 

comunicación electrónica institucional para los servicios habilitados de la 

administración de justicia debían ser informados en el portal electrónico y 

demás medios de divulgación de la Rama Judicial; y en cuanto a la celebración 

de audiencias, impuso la virtualidad como regla general, preceptuó que la 

Dirección Ejecutiva de Administración Judicial «[..] debe asegurar los espacios 

 
19 Decreto 417 de 2020 «Por el cual se declara un Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica en 

todo el territorio Nacional». 
20 Vigente entre el 4 de junio de 2020 y el 4 de junio de 2022. 
21 Acuerdo PCSJA20-11567 de 5 de junio de 2020. 
22 Acuerdo PCSJA20-11632 de 30 de septiembre de 2020. 
23 Acuerdo PCSJA20-11671 de 6 de noviembre de 2020. 
24 Acuerdo PCSJA21-11840 de 26 de agosto de 2021. 
25 Acuerdo PCSJA22-11930 de 25 de febrero de 2022. 
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de almacenamiento en el servicio de nube […]» e indicó que «[s]i las 

circunstancias así lo demandan, deberán realizarse de manera presencial, con 

las restricciones de acceso que establezca el director del proceso y en el marco 

de los protocolos y disposiciones del nivel central y seccional sobre condiciones 

de acceso y permanencia en sedes […]». 

 

Por consiguiente, se concluye que la práctica de las audiencias correspondientes 

al proceso contencioso-administrativo ordinario se rige por lo dispuesto en las 

referidas normas y deben de ser realizadas con preferencia del uso de las 

tecnologías de la información y las comunicaciones, a través de los mecanismos 

y plataformas dispuestas por el Consejo Superior de la Judicatura y la Dirección 

Ejecutiva de Administración Judicial y conforme a las directrices del 

funcionario sustanciador de cada controversia. 

 

Entonces, el acceso remoto a las diligencias judiciales no deriva en una suerte 

de anarquía procesal o desconocimiento del derecho de orden público que 

gobierna la actividad probatoria, pues, por el contrario, el acatamiento de los 

citados términos normativos, el uso de los medios tecnológicos institucionales 

y la correcta ejecución de las pautas adoptadas por las respectivas autoridades 

judiciales concurren en satisfacción de los derechos y prerrogativas de los 

sujetos procesales. 

 

En el caso sub examine, se observa que, a través de proveído de 22 de julio de 

202126, el Tribunal Administrativo de Caldas citó a las partes a audiencia de 

pruebas el 2 de agosto siguiente, a las 3:15 p. m., que se celebraría «[…] de 

manera presencial pero remota a través de la plataforma Microsoft Teams, 

para lo cual se enviará invitación a los correos electrónicos que informen las 

partes y el Ministerio Público, quienes deberán conectarse desde un equipo con 

micrófono y cámara de video, atendiendo las indicaciones generales que se 

señalarán en la respectiva citación […]»; además, (i) anunció que recibiría los 

testimonios que habían sido decretados y (ii) requirió de la demandante que, 

dentro de los tres días posteriores, allegara copia de la cédula de ciudadanía de 

los declarantes e informara sus números telefónicos y correos electrónicos, con 

la advertencia que «[…] le corresponde velar por que sus testigos comparezcan 

a la diligencia y en este caso rindan declaración en forma virtual, para lo cual 

éstos deberán conectarse a la audiencia de pruebas desde las direcciones de 

correo electrónico que se informen […]». 

 

No obstante, la parte interesada nunca puso a disposición la información pedida 

y tampoco dio cuenta de dificultades de conectividad hasta el momento en que 

 
26 Índice 3 (archivo 8) de la herramienta electrónica Samai. 
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fue celebrada la audiencia de pruebas mediante la herramienta «Microsoft 

Teams», durante la cual hizo saber que, por aparentes problemas en la 

comunicación, tres de los declarantes se encontraban conectados mediante una 

videollamada recibida en un teléfono móvil a través de la aplicación 

denominada «WhatsApp», dispositivo que sostuvo frente a la cámara que 

obtenía su registro visual en la diligencia, pero el Tribunal no accedió a recibir 

los testimonios en esas condiciones. 

 

Al respecto, el despacho considera que la recepción de testimonios debe ser 

adelantada bajo los términos constitucionales, legales y reglamentarios 

expuestos con antelación, cuya observancia garantizan la efectividad de los 

derechos de acceso a la administración de justicia y debido proceso de los 

contendientes, y hacen materialmente posible el imperio armónico y 

concordante de los principios de oralidad, igualdad, concentración e 

inmediación propios de la esencia de nuestro sistema procesal. 

 

En la presente controversia el Tribunal informó, con suficiente antelación, la 

herramienta tecnológica, modalidad, fecha y hora en las cuales se adelantaría la 

audiencia de pruebas, decisión que, de acuerdo con los artículos 186 del 

CPACA y 217 del CGP, le otorgaba a la demandante el deber de procurar la 

asistencia de sus testigos a la diligencia, aunque no de cualquier manera, sino a 

través de la plataforma «Microsoft Teams», vía institucional prevista por el 

Consejo Superior de la Judicatura y disponible para ese fin. Por tanto, ante la 

ausencia de los testigos en la sala virtual conformada, el a quo aplicó con acierto 

la consecuencia establecida por el artículo 218 (numeral 1) del CGP, norma que 

lo autoriza, de acuerdo con su reconocida autonomía, a prescindir de aquellas 

declaraciones. 

 

Aunado a lo anterior, la revisión del video de la diligencia27 revela que, 

ciertamente, la modalidad sugerida por la demandante no garantizaba algún 

mínimo de idoneidad técnica para practicar los aludidos medios de convicción, 

tampoco permitía la relación directa del juzgador con los testigos, ni otorgaba 

seguridad en cuanto a la autenticidad de las declaraciones o la certeza de que 

aquellos no pudieran escucharse entre sí, aspectos que constituyen premisas 

básicas e imprescindibles de la praxis probatoria. 

 

También resulta claro que las hipotéticas dificultades de conectividad acusadas 

por la recurrente nunca fueron identificadas ni debidamente expuestas, y 

tampoco demostró, siquiera de manera sumaria, que hubiera actuado en forma 

 
27 Índice 4 de la herramienta electrónica Samai. 
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previsiva o colaborado con el Tribunal para el éxito de la diligencia. 

 

En consecuencia, se confirmará el auto de 2 de agosto de 2021, proferido por el 

Tribunal Administrativo de Caldas, con el que prescindió de los testimonios de 

los declarantes que no se hicieron presentes en la audiencia de pruebas. 

 

En mérito de lo expuesto, se 

 

DISPONE 

 

1º. Confirmar el auto de 2 de agosto de 2021, proferido por el Tribunal 

Administrativo de Caldas, que prescindió de los testimonios de los declarantes 

que no se hicieron presentes en la audiencia de pruebas, por las razones 

expuestas en la parte motiva. 

 

2º. Ejecutoriada esta providencia y hechas las anotaciones que fuesen menester, 

devolver el expediente al Tribunal de origen. 

 

Notifíquese y cúmplase, 

 

 

Firmado electrónicamente 

CARMELO PERDOMO CUÉTER 






